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 diez años de la promulgación del texto consti-
tucional, cabe hacer un alto en el camino y pre-
guntar qué ha significado y cuáles han sido las 
transformaciones impulsadas a partir de la Car-
ta Magna de 1999. Especialmente, ¿qué ha sig-
nificado en cuanto al cambio paradigmático pro-
puesto la participación ciudadana y el poder 
popular como profundización democrática?

Llama la atención la apropiación colectiva del 
texto constitucional en la vida cotidiana. Toda 
protesta, afirmación o reclamación de derechos 
se manifiesta sustentada en el articulado cons-
titucional. Podría tal vez asumirse que tanto el 
creciente empoderamiento social, como la visi-
bilidad de los problemas y aspiraciones en los 
sectores medios y populares, ha sido resultado 
del cambio paradigmático propuesto. Sin embar-
go, es necesario reconocer que la propuesta 
también es continuidad y avance de la larga he-
rencia democrática de aspirar a mayores opor-
tunidades y mejores condiciones de vida pre-
sentes y futuras en el ideario venezolano.

Nuevos espacios
La Constitución de 1999 le da prioridad a la 

dimensión interactiva territorial entre los actores 
políticos y sociales. La democracia participativa 
se propone ampliar la distribución territorial con 
la creación de los consejos locales de planifica-
ción local (2002), cuya tarea se orientaba a la 
producción de políticas públicas locales para 
consolidar espacios de interacción entre los re-
presentantes de los partidos políticos, funciona-
rios del gobierno regional y local y los represen-
tantes de la sociedad civil organizada. Esta ins-
tancia de participación respondió a una aspira-
ción de larga data en la vida municipal como fue 
el desarrollo de los presupuestos participativos 
que se sustentaran en las decisiones locales. Sin 
embargo, la reforma de la Ley Orgánica del Po-
der Publico Municipal (2005) establece que tan-
to los consejos comunales como los parroquiales 
son instancias de los consejos locales de plani-
ficación pública, ambos integrantes del Sistema 
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Nacional de Planificación y cuyas funciones se 
complementan. La lenta conformación de los CL-
PP y consolidación en redes de consejos parro-
quiales y comunales fueron percibidos como 
obstáculos al protagonismo del poder popular, 
y las respuestas a ello se manifestaron con la 
creación de consejos comunales. 

Su creación responde en gran parte a la ne-
cesidad de articular las instancias comunitarias 
en la gestión de políticas públicas, la elaboración 
de proyectos que den respuesta a las necesida-
des propias de la comunidad y al ejercicio de 
supervisión y control social de sus actividades. 

Centralismo y discrecionalidad
Un breve vistazo sobre la consolidación del 

poder popular a través de los consejos comuna-
les presenta carencias que favorecen la discre-
cionalidad. Como innovación importante surge 
la posibilidad de disponer de recursos desde el 
Ejecutivo y su administración directa a través de 
unidades de gestión financiera o banco comunal, 
buscando superar el sistema deliberativo y con-
sultivo que existía previamente. Ahora bien, la 
cooperativa es la figura que establece la Ley de 
los Consejos Comunales para la creación del 
banco comunal y, para mediados de 2007, de 
los 18 mil consejos comunales existentes en el 
país sólo 25% había logrado establecerse. 

Ante las fallas y sesgos detectados, el Presiden-
te de la República señala la necesidad de revisar 
estas instancias y la creación de otras figuras ad-
ministrativas. En este sentido la Asamblea Nacio-
nal le asigna al Fondo de Desarrollo Microfinan-
ciero (Fondemi) el manejo de los recursos y la 
creación de los bancos comunales. Desde 2007 
han sido diversas las informaciones sobre asig-
nación de recursos, lo cual impide su seguimien-
to, y el de los proyectos desarrollados. 

La discrecionalidad en cuanto a la dependen-
cia del Ejecutivo, la carencia de reglamentación 
y contraloría que facilite su autonomía y la dis-
persión en la asignación y manejo de los recur-
sos, hacen difícil evaluar su ámbito de acción y 
su capacidad de cohesión como instancia parti-
cipativa. Pero tal vez el mayor desafío está en la 
ausencia de mediación con otras instancias de 
gobierno y su dependencia directa del Presiden-
te de la República, quien también designa los 
integrantes de la Comisión Nacional Presidencial 
del Poder Popular, lo cual se traduce en relacio-
nes institucionales débiles y discrecionales. 

Las nuevas instituciones lucen cada vez más 
dependientes y controladas directamente por el 
Ejecutivo central, ya que muchas de sus funcio-
nes se sobreponen a las establecidas en el Siste-
ma Nacional de Planificación como son los con-
sejos locales de planificación pública, las juntas 
parroquiales y los consejos estadales. Pero lo más 
notorio es la tendencia a percibir estas instancias 

de participación como instituciones de la admi-
nistración pública de gobierno y a sus integran-
tes como funcionarios públicos (Delgado Herre-
ra, 2006). La simple apertura de estos espacios 
no construye automáticamente ciudadanía, ni 
tampoco empodera a las comunidades y en es-
pecial cuando la legislación actual burocratiza 
las iniciativas autónomas. Paradójicamente, el 
empoderamiento de las comunidades se convier-
te en empoderamiento del poder central. 

A pesar de la legislación en marcha y de las 
contradicciones en su autonomía, estos espacios 
representan un paso de avanzada en el desarro-
llo del tejido comunitario y popular. La gente ha 
hecho suyos los espacios públicos, aunque sean 
escasos. El empoderamiento avanza en la medi-
da en que la comunidad plantea sus problemas 
y el funcionario se cuida de la gente porque lo 
puede cuestionar e incluso llevar a un referendo, 
o la contraloría social exige ser escuchada. La 
visibilidad de los problemas desencadena la exi-
gencia de derechos ciudadanos; con ello, el re-
conocimiento de las organizaciones intermedias 
que faciliten la organización y el apoyo técnico 
a las propuestas de la comunidad.

Estos espacios participativos se alimentan de 
las experiencias previas de las juntas pro mejo-
ras y de desarrollo de la comunidad de los años 
60 y 70, de las antiguas asociaciones de vecinos 
y de las juntas de padres y representantes de los 
70 y 80. Al evaluar la propuesta de democracia 
participativa esbozada en la Carta Magna de 1999 
es necesario reconocer que estamos ante una 
situación emergente que tiene ante sí un largo 
proceso de consolidación. Es la lucha por la au-
tonomía y la diversidad. Lucha que implica esta 
disyuntiva: si los mecanismos nacientes serán 
una instancia paraclientelar de manipulación de 
la gente en nombre de la democracia o serán el 
germen de un movimiento social irreversible que 
profundiza la democracia como cultura política 
de los venezolanos. ¿Aprovecharemos la opor-
tunidad? (Maingon/Sosa, 2007). 
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